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Artículo 1, línea 6, nueva redacción 
 

El objetivo último del presente 
Acuerdo es el fortalecimiento y 
mejoramiento de la gobernanza 
ambiental y la realización del 
derecho a vivir en un medio 
ambiente sano y sostenible 
mediante la efectiva aplicación en 
América Latina y el Caribe de los 
derechos de acceso, consagrados en 
el Principio 10 de la Declaración de 
Río, bajo un enfoque de cooperación 
y fortalecimiento de capacidades 
que permita a las Partes mejorar sus 
leyes, políticas, instituciones y 
prácticas para garantizar que esos 
derechos sean respetados e 
implementados cabalmente.  

Artículo 2, línea 19, nueva redacción 
 

Por “autoridad competente” se 
entiende toda institución pública, 
persona natural o jurídica, de 
cualquier jerarquía, que, por 



mandato legal, ejerce los poderes, la 
autoridad y las funciones para la 
aplicación de los derechos de acceso. 
En lo relativo a las disposiciones del 
derecho de acceso a la información 
ambiental del artículo 6 del presente 
Acuerdo, la autoridad competente 
será toda autoridad pública 
perteneciente a todas las ramas del 
Estado (Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial) y en todos los 
niveles de la estructura 
gubernamental interna (central o 
federal, regional, provincial o 
municipal); se aplica también a los 
órganos, organismos o entidades 
independientes o autónomos de 
propiedad del Estado o controlados 
por él, bien actuando por facultades 
otorgadas por la Constitución o por 
otras leyes, y se aplica asimismo a las 
organizaciones privadas que reciben 
fondos o beneficios públicos (directa 
o indirectamente) o que 
desempeñan funciones y servicios 
públicos, pero solamente con 
respecto a los fondos o beneficios 
públicos recibidos o a las funciones y 
servicios públicos desempeñados. 
 

Artículo 2, línea 42, agregar en el texto 
del artículo. 
 

Igualmente se podrían considerar 
“grupo en desventaja” aquellas 
personas que sin estar incluidas en 
las categorías anteriores, no tienen 
las facilidades de acceso a la 
información, participación y justicia 
en asuntos ambientales, por su 



situación económica o distancia de 
las oficinas gubernamentales, o 
pudieran ser afectados  por los 
grupos con intereses políticos y 
económicos a los que se oponen. 
 
 

Artículo 2 Agregar las siguientes 
definiciones: 

Ambiente sano 
Gobierno electrónico 

Artículo 3 línea 14 agregar literal l) 
 

Celeridad 

Artículo 5, línea 39, numeral 14, nueva 
redacción 
 

14. Para garantizar los derechos de 
acceso, las Partes harán uso de los 
medios tradicionales y alentarán el 
uso de las nuevas tecnologías de la 
información y las comunicaciones, el 
gobierno electrónico, las redes y 
medios sociales telemáticos, entre 
otros. 

Artículo 6, línea 37, numeral 6, inciso 
b), excluir 

Excluir “la salud pública” 
 

Artículo 6, línea 40, numeral 6, inciso 
c). 

Cuando su publicidad, comunicación, 
o conocimiento afecte 
negativamente la protección del 
medio ambiente.  

Artículo 6, línea 43, numeral 6, inciso 
d), agregar 
 

d) cuando la información solicitada 
esté clasificada como secreta o 
confidencial por las leyes vigentes y 
sus respectivas reglamentaciones 
siempre que no afecte el derecho a la 
salud, a un ambiente sano y la 
protección ambiental. 

Artículo 8, línea 15, numeral 15, nueva 
redacción 
 

15. Las Partes garantizarán 
procedimientos obligatorios de 
evaluación de impacto ambiental con 
participación pública en todos los 
proyectos y actividades públicos y 



privados. En todo caso, deberá 
garantizarse la evaluación ambiental 
y la participación pública 
especialmente en los proyectos y 
actividades mineras, de generación 
de electricidad, actividades de 
producción y ciertos usos de 
sustancias peligrosas y tratamiento y 
disposición de residuos. Asimismo, 
deberá garantizarse la participación 
pública en proyectos y actividades en 
zonas costeras y marinas. 

Artículo 8, línea 27, numeral 17, nueva 
redacción.-  

17. El público tendrá acceso, desde el 
inicio y en cualquier otro momento 
del proceso a todas las 
informaciones para la evaluación 
ambiental de proyectos y 
actividades, que comprenderán 
como mínimo: 
a) descripción de las opciones del 
sitio para el proyecto, y de las 
características físicas y técnicas del 
proyecto o actividad propuesta; 
b) descripción de los principales 
efectos/impactos del proyecto o 
actividad sobre el medio ambiente; 
c) descripción de las medidas 
previstas para prevenir o reducir 
estos efectos/impactos, y los medios 
de verificación del cumplimiento de 
dichas medidas; 
d) un resumen técnico de los puntos 
a), b) y c) de éste párrafo, y uno en 
lenguaje comprensivo y compatible 
con todos los sectores del público; 
e) los informes y dictámenes 
dirigidos a la autoridad pública; y, 



f) los planes y programas de la 
ejecución del proyecto. 

Artículo 8, línea 43, numeral 18, nueva 
redacción. 
 

18. Previo a la decisión 
gubernamental de autorizar el 
proyecto, deberá informarse con 
rapidez al público de los resultados 
de la evaluación ambiental de 
proyectos y actividades, la que 
deberá ir acompañada de los 
motivos y consideraciones, con el 
objeto de que el público pueda 
decidir la conveniencia o no del 
proyecto en sus comunidades. Las 
decisiones adoptadas y los 
fundamentos que la sustentan serán 
públicos. 
 

Artículo 9 línea 4 numeral 1, nueva 

redacción 

 

Cada Parte garantizará el derecho a 
acceder a la justicia en asuntos 
ambientales, por medios 
administrativos y/o judiciales, en el 
marco de un proceso que otorgue 
debidas garantías  sobre la base de 
los principios de legalidad, 
efectividad, publicidad, celeridad y 
transparencia, mediante 
procedimientos clatros, equitativos, 
oportunos e independientes. Las 
partes asegurarán el derecho a 
recurrir ante un órgano superior 
administrativo y/o judicial. 

Artículo 9 línea 35 numeral 7, nueva 

redacción. 

 
 
 

Las partes asegurarán que las 
decisiones adoptadas estén 
consignadas por escrito y 
fundamentadas, sean notificadas 
oportunamente, sean ejecutadas y 
estén disponibles al público.- Las 



partes alentarán la generación de 
registros públicos de las 
resoluciones judiciales y/o 
administrativas en asuntos 
ambientales. 

Artículo 10 línea 36. Agregar literal f) 
 
 

Literal f) Cualquiera otra modalidad  
que fortalezca y contribuya a la 
cooperación y a la aplicación 
efectiva del Acuerdo. 

 


